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Acción de tutela
Primera
Diego Cárdenas Di'az
Juzgado   Treinta   y   Seis   (36)   Penal    Municipal    con   Función   de
Conocimiento

1.   OBJETO DELA DECISION

Resolver la acción de tutela interpuesta por Diego Cárdenas  Díaz`,  en contra de[ Juzgado
Treinta   y   Seis   (36)   Penal   Municipal   con   Función   de   Conocimiento,   por   la   presunta
vulneración de su derecho fundamental de petición.

2.   HECHOS

Manifiesta  el  accionante  que  mediante  petición  del  s  de  octubre  de  2021.  solicitó  ante  el
Juzgado  Treinta y Seis (36)  Penal  Municipal  con Función de Conocimiento, copia del  acta
de incidente de reparación, pero hasta el momento no ha recibido ninguna respuesta.

3.   PRETENSIONES

Por los anteriores hechos el accionante reclama el amparo de la prerrogativa fundamental de

petición y,  en consecuencia,  se ordene al Juzgado Treinta y Seis (36)  Penal  Municipal  con
Función de Conocimiento, dar respuesta a su solicitud.

4.   ACTUACIÓN PROCESAL

El  17 de noviembre de 2021  la acción constitucional fue recibida en este Despacho Judicial2,
el  mismo día se avocó el  conocimiento3,  y  se ordenó correr traslado del  escrito de tutela al
accionado   a   fin   de   garantizarle   los   derechos   al   debido   proceso.   a   la   defensa  y   a  la
contradicción que le asisten dentro del trámite constitucional de la referencia.

5.   RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCI0NADA

5.1. Juzgado Treinta v Seis (36t Penal MuniciDal con Función de Conocimiento4.

EI  Despacho  informó  que  la  parte  interesada,  para  el  caso,  la víctima,  señora  Magda  Jael
Campos Barragán, por intermedio de apoderado, solicitó apertura de incidente de reparación
integral, por lo cual  se señaló el 2 de octubre de 2020, coino fecha para la verificación de la

primera audiencia. Pero, el mismo apoderado, doctor Germán Orlando Villanueva, manifestó
la voluntad  de  no  intentar dicho  trámite  incidental.  por lo  que,  mediante  decisión del  15  de
septiembre de 2020, se admitió el desistimiento y, consecuencialmente, se ordenó el archivo
definitivo  de  las  diligencias.  Y,  el   19  de  noviembre  se  le  comunicó  esto  al  señor  Diego
Cárdenas Díaz, con el envío de la copia de la decisión del  15 de septiembre de 2020.
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De  conformidad  con  lo  previsto  en  el  artículo  37  del  decreto  2591   de   1991,  las  reglas

previstas  en  el  numeral  2   del   artículo   1°  del   Decreto   333   de  20215   este   Despacho,  es
competente para conocer de [a presente acción.

6.2. Procedencia de la Acción de Tutela.

El  artículo  86  de   la  Constitución  Nacional   estableció   la  tutela  como  un  procedimiento

preferente   y    sumario   para   la   protección   inmediata   de   los   derechos   constitucionales
fúndamentales, bien sea que resulten vulnerados o amenazados por acción u omisión de una
autoridad pública o de un particular.  Instrumento constitucional que guarda armonía con los
artículos  2° del  Pacto  lntemacional  de  Derechos  Civiles y  Políticos6 y  25  de  la Convención
Americana  sobre  Derechos  Humanos7.  La  noma  mencionada  establece  también  que  la
acción de tutela solamente procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa
judicial. salvo que se utilice para evitar un periuicio irremediable.

63. Leí!itimación Dara Actuar.

De  confomidad  con  [o previsto  en  los  artículos  10  y  13  del  Decreto  2591  de  1991,  en  este
caso no hay duda sobre la legitimación por activa y pasiva. en la medida en que quien invoca
la  protección`   es   el   señor   Diego   Cárdenas   Díaz,   quien   siente   vulnerado   su   derecho
fimdamental  de  petición  y  el  accionado  Juzgado  Treinta  y  Seis  (36)  Penal  Municipal  con
Función de Conocimiento es quien presuntamente afectó dicha prerrogativa.

6.4. Caso Concreto.

En  el  asunto  puesto  a  consideración  del  Despacho.  se  tiene  que  el  señor  Diego  Cárdenas
Díaz,  interpuso  acción  de  tutela  en  busca  de  la  protección  de  su  derecho  fundamental  de

petición,   teniendo   como   pretensión   que   se   ordene   Juzgado   Treinta  y   Seis   (36)   Penal
Municipal con Función de Conocimiento, dar respuesta de fondo a su solicitud e[evada el s
de octubre de 2021.

En  ese  sentido,  se  tiene  que  el  derecho  de  petición,  frente  al  cual  la  accionante  reclama

protección,  es  una prerrogativa de  carácter fundamental  que  se encuentra consagrada en  el
artículo 23 de la Constitución Política, y, por tanto. no genera discusión alguna que la vía por
la  cual  se  pueda  dar  protección  a  este  es  la  constitucional.  Así  se  ha  referido  la  Corte
Constitucional   en   línea  jurisprudencial   al   señalar   que   los   componentes   de   la   garanti'a
fundamental de petición, de confomidad con la estructura de la misma, som

"La  ()biención  de  una  respuesia  que   iengu   las  ,siguienies   caracierís[icas:   (i)   Que'  .sea

()i)()riunii;  (ii)  Que resuelva de jondo, en forma clura y preci,su 1() solicitado 1() cual .`ui)()ne

que  la  uutoridad  ct)iiii)eienie   se  i)ronuncie  sobre  la  maieria  pr(ipia  de  la  soliciiiid  de
manera completa. ,sin eva.iivii.s respeclo a iodos y cada uno de los ahunl()s plunleados.  (iii)

Que Íu respuesia sea puesia en  ct)nocimieriio del  i)eiicit)nario" .

Y en ese mismo sentido ha indicado:

``()iro   c()mi)onenie   del   núcleo   esencial   supoiie   que   Ja   c()niesiaci(')n   u   los  derechos  de

peiicií)n  debe  observar  cierias  condic.iones  para  que  seu  c()mii[uci()nulmente  válida.  Al
resi)ecio,   esta  Corporación   lia  señalad(j  que  ]u  respue+iu  de  la  auioridad  detie   `er.
"(i)  cí;J£;!!:!;L    esio    es,    inie]igible    y    contentiva    de    arguriieni()s    de   fácil    comprensión:

5   Moditicó el  arilculo  2  2  3   I   2   I    dcl  dccreio   1()69  de  2()15`  que  compiló  las  disposicioiies  dcl  Dccreto   1382  di`  20()0

`'  ^probado  iiicdianie  Lcy  74  de   1968
7  Aprobado  mediante  l,ey  1 ó  de  1972
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(ii) precisa,  de  rnariera  que  aiienda  directariiente  lo  peilid(i  sin  reparar  en  información
imperíinenie y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas  ;  (iii)  congruenie, de suerie que
abarque  la  materiu  ()bjeio  de  lu  peiición  y  sea  conforine  con  lo  s()liciiad():  y  udemás
/''v/ consecuenle con el lrámile que se hu .suriid(), de manera que` si la respuesia se i)r()duce
con  motivo  de  un  derecht)  de  peticit')n  formulada  deriiro  de  un  procediniieni(]  del  que
conoce la auioridad de  lu cuul  el inieresado requiere lu  inj.ormación, no busia con ()frecer
una  respue.slu  ct)ino  Lsi  se  tratara  de  una  petición  aisludu  o eJx  nov(i,  .sint)  que,  ,}i  resulla
relevunie,  debe darse  cuenia del irámiie  que  se ha surtido y de la` raz()ries  por las cuales
la petición resulta (] no i]r(icedenie" .

Lu  respuesia  de fondo  no  iriiplica  iener  que  (]i(]rgar  necesariamente  1(]  s(iliciiud()  por  el
interesad(]. salvo cuando esié  involucrado el derecho de  acceso a la inforrnación pública
(ari.   74   C.P.),   dado   que,   por   regla   generul,   exi.sie   el   "deber   consiitucional   de   las
auioridades  pública`  de  eniregürle,  a quien  lo  soliciie,  inf()rinacione`  cJciras,  compleias,
oportunas, ciertus y aciualizudus s()bre cualqu.ier actividad del  E,siado.  .. S(jbre esie i)unío.
es preciso anotar que al  iratar.5e de unu guraniía fundcimen[al que  permite  el ejercici() de
muchos  oiros  derechos fundameniules,  u.sí  ct)mt)  ]u  ct)nsolidución  de  la  democraciu,  lüs
resiricciones  al  derech()  de  peiición y de  informución deben  ser  excepci()iiales y deberán
esfar  previamenie  consagradas  en  la  ley.  Al  re.si)ecit].  en  el  Título  111  de  la  Ley  1712  de
2() 14  se hace referencia a los ca\sos especiales en  lt).s cuales se puede negar el  acces(i a Íu
información, por ejemplo. enire oiroLs,  al  Íraiarse  de  información cla5ij`icadci y reserv(ida,
o que  pueda causar daño,5  a per.sonas  nciturales  o jurídicas  en  su derecho a  la  in[imidad,
vida, salud` seguridad o secrett)s ct)merciales`  iiidusiriales y profesionales.

En  las  hipótesis  en  que  la auíoridud  a  quieii  se  dirigit')  lu  soliciiud  no  sea  lü  compeieriie

i)am pronunciarse  sobre  ei fondo  de  lo requerid(),  tumbién  .se preserva la obligución  de
coniesiar. consisten[e en  informar al  iniereJsad() s()bre lu faliu de cai)acidad legul parii dur
reLÍ,puesta  y,  a  su  vez,  remiiir  u  la  eniidad  encarguda  de  pronunciarse  sobre  el  uÍ.unlo

formulud() p()r el i)eiicionurio." .

De lo anterior,  se colige que lajurisprudencia constitucional  se ha ocupado de fijar tanto el
sentido, como el alcance del derecho de petición y, como consecuencia de el[o, ha reiterado

que las peticiones respetuosas presentadas ante las autoridades o ante particulares, deben ser
resueltas de manera /) efectiva; i.i) conducir a la solución; o en su defecto; y, J./.J) procurar al
esclarecimiento  de  lo  solicitado  en  el  derecho  de  petición.  Es  decir,  la respuesta ha de  ser

puntual,   precisa  y  pertinente,   lo   que   implica  que   no  pueden   adoptarse   contestaciones
evasivas, vagas y que no ofrezcan una solución concreta a[ pedimento del accionante.

Luego,  la  falta  de  respuesta,  o  aquellas  que  incumplan  con  los  requisitos  señalados  en  el
artículo  23  Superior condenan al  peticionario  a una situación de  incertidumbre,  por cuanto
éste no logra aclarar sus inquietudes, especialmente si  se considera que en muchos eventos`
de esa respuesta depende el ejercicio de otros derechos subjetivos y fundamentales.

En cuanto  a  la oportunidad  que tienen  las  entidades para la contestación  de  la  petición,  el
término previsto es de  15  días siguientes a su recepción` de conformidad con el arti'culo  1  de
la Ley  1755  de 2015  y  10 días cuando se  solicita [a expedición de copias.  Sin embargo. con
ocasión  de  la actual  pandemia de Covid  19.  mediante  el  artículo  5° del  Decreto  Legislativo
491   del  28  de  marzo  de  2020,  se  amplió  dicho  término  a  30  días  hábiles,  plazo  que  se
mantendrá mientras esté vigente la emergencia sanitaria y que cobija a las entidades públicas

y particulares,  según  lo  establecido  en  Control  Constitucional  de  la norma (Boletín N°  116
de la Corte Constitucional).

En  el  caso  sub-examen  se  encuentra acreditado  que  s  de  octubre  de  la anualidad,  el  señor
Diego Cárdenas Díaz. vía correo electrónico elevó petición ante Juzgado Treinta y Seis (36)
Penal  Municipal  con Función de  Conocimiento,  a través del  cual  solicitó  copia del  acta de
audiencia de lncidente de Reparación lntegral.

`'   lbidenc
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Durante el trámite tutelar el Juzgado accionado manifestó que el apoderado de las víctimas
desistió   del   incidente   de  reparación  integral,   por  tal   motivo,  mediante   auto   del   15   de
septiembre de 2020, se aceptó el desistimiento y se procedió a archivar las diligencias. De lo
cual, se envió copia, vía correo electrónico al accionante, y aportó constancia de ello.

Situación que fue verificada con la comunicación telefónica entablada por la Secretaria del
Despacho. con el señor Diego Cárdenas Díaz, quien dijo que en su correo recibió el auto.

De  acuerdo  con  lo  expuesto,  el  hecho vulnerador que motivo  la interposición de esta acción
constitucional se encuentra superado, por lo cual carecería de objeto una orden en tal sentido.
Sobre  el  particular,  la jurisprudencia constitucional  ha  señalado:   "...  qwe /c7 ¢cc;.ón c/¿J /w/e/o,
en princii;i()`  ..pierde su razón de ser cuando duranie el irámiie del i)rgceso,  l(i situac.ión qu^e g.enera
la`amer:aza  t;  vulneración  de  los  derechos  fundameniales   invt)cados   es   sui)erada  ()  finaliiienie

produce  el  d(iño  que  `e  pretendía eviiar ct)n  la soliciiud  de  amparo".  En  es!os  `upu?si(!`,  la  !utelu
no  es  un  mecani,`mo judicial  adecuado pues  anie la ausencia de  ,supuesio` fácticos.  la  de'cisit'jn  que

i)udiese  iomar el juez en el caso concreio para resolver  la preiensión se  converiiría en  iiiefi[caz

En  efectci,  si  lo  que  el   amparo  constitucional  busca  es  ordenur  a  una  a_ui.oridaq  públ`ica  o  ur

part`icular que aciúe o deje de hacerl(j, y  ..previamenie al  pronunciamienio del juez d.e iui?la, `ucede
lo requerido, es claro que se es[á ftenie  a un hecho supercido, porque desaparece  la vulneración.o
ameÁaza de los derechos f;undamentales" .  En oiras palabras, ya iio existirían  circunstuncius reciles

que  maierialicein lü decisión del  juez de iuielcr'".

En consecuencia,  se  negará el  amparo reclamado  por carencia actual  de objeto  por hecho
superado.

En  mérito  de  lo  expuesto,  el  JUZGADO  CINCUENTA  Y  SEIS  (56)  PENAL  DEL
CIRCUITO,  -  LEY  600  DE  2000-  administrando justicia  en  nombre  del  Pueblo  y  por
mandato de la Constitución.

RESUELVE

PRIMERO:  NEGAR el  amparo  deprecado  por  DIEGO  CÁRDENAS  DÍAZ,  por haber
operado  el  fenómeno  de  carencia  actual  de  objeto  por  hecho  superado.  conforme  a  lo
expuesto en [a parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito. en este
momento   de   emergencia   sanitaria   se   deberán   utilizar   comunicaciones   electrónicas   y
telefónicas, así como la información registrada en  la página web de  la Rama Judicial  en el
espacio destinado para ese Juzgado] ' .

TERCERO:  ADVERTIR  que.  contra  la  presente  decisión judicial,  procede  ante  la  Sala
Penal del Honorable Tribunal  Superior de Bogotá, el recurso de impugnación, conforme lo

previsto   en   el   artículo   31   del   Decreto   2591   de   1991.   El   cual   deberá   ser  presentado   y
sustentado a través del correo institucional del Despacho.

CUARTO: En caso de no ser impugnado este fallo, REMITIR el expediente a la Honorable
Corte Constitucional para su eventual  revisión.

'''  Sentencia T-O I  1   dc  2016
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